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			CAPÍTULO I

			RELIGIÓN Y PODER POLÍTICO: UNA PERSPECTIVA HISTÓRICA

			ARTURO CALVO ESPIGA

			«Se puede engañar a algunos todo el tiempo y a todos algún tiempo, pero no se puede engañar a todos todo el tiempo».

			ANÓNIMO POPULAR

			Especialmente en el pasado, dado el carácter profundamente religioso de los pueblos, la religión infundía sus propios valores en las dimensiones organizativas fundamentales de sus respectivas sociedades, llegando incluso, en algunos casos, a asumir el gobierno directo y el control político de las mismas, además del espiritual. Y no sólo porque, según el contrastado tópico histórico, el templo fuera, en el orden social y jurídico, anterior al palacio, sino porque, a lo largo de la historia e incluso en tiempos recientes, la religión ha ordenado sociedades e instituciones políticas como sucedió en algunos territorios afectos a la Reforma protestante y acontece hoy en no pocos Estados islámicos1. Ahora bien, la realidad es que prácticamente en la totalidad de los casos de fricciones entre poder sacerdotal y poder político no puede apreciarse una neta delimitación de las esferas de ejercicio de ambos. Ambas instituciones desarrollan sus funciones y competencias de modo bastante confuso e indistinto. Confusión verificada por algunos hechos constatados ya desde el comienzo mismo de la historia escrita y que se confirma a medida que la documentación escrita se va haciendo más precisa y concreta2.

			Quizás por ello, la relación dialéctica entre los poderes ejercidos por las religiones organizadas presentes en distintos contextos humanos y la estructura política o gobierno de las propias comunidades sociales ha sido seña de identidad indeleble en la historia de la humanidad. Relación que ha quebrado en ocasiones precisamente por la identificación de la organización política de la sociedad con la estructura organizativa de alguna o algunas de las religiones presentes en ella. No todas las religiones, sin embargo, han tenido la pretensión de identificarse con la sociedad política y de instaurar un dominio sobre ella: en el caso del Cristianismo, por ejemplo, se formuló, ya desde la palabra del mismo Cristo, una nítida teoría de la distinción entre poder político y poder religioso con la afirmación de «dar a César lo que es de César y a Dios lo que es de Dios»3. Principio que, en su propio origen y en su devenir histórico, no ha sido siempre de fácil interpretación y aplicación. Ya en el siglo I San Pablo, por ejemplo, urgía la obediencia a las autoridades políticas motivando teológicamente su ruego con la afirmación del principio de que todo poder viene de Dios. En definitiva, la aceptación de la autoridad terrena del poder político se fundaba en que Dios es la fuente última de todo y, en consecuencia, de cualquier poder humano: lógicamente, el cristiano se rebelaría ante el poder político que suplantara a Dios en el ejercicio de la autoridad4.

			Intentar una historia general de los problemas y vicisitudes por los que han pasado las relaciones Estado-Religión sobrepasa los límites de esta reflexión. Sin embargo, dado el destino y contenido de la publicación en que se inserta esta colaboración, parece oportuno un primer acercamiento a la historia del problema con el propósito de ayudar a centrar adecuadamente los términos del mismo, puesto que la mayor parte de los problemas jurídicos no brotan por generación espontánea en un determinado momento histórico. Es más habitual que los problemas jurídicos vayan conformándose a lo largo de un desarrollo histórico concreto y contrastado con instituciones y circunstancias muy variadas y complejas. No resulta exagerado afirmar que en el caso de las relaciones entre las instituciones conformadoras del fenómeno religioso y el poder político esta realidad de la progresividad histórica se convierte en paradigma. Existe otro límite histórico-geográfico o frontera metodológica que nos imponemos en este estudio: esta reflexión se ciñe al Occidente europeo, aunque ello no obste a realizar alguna alusión a otros ámbitos históricos y culturales en orden a precisar con más claridad la problemática que se aborda en las páginas que siguen. Circunstancia que nos llevará a dedicar una especial atención a la relación entre el poder político y el Cristianismo, sencillamente porque la propia historia así lo exige e impone. En esta opción también opera una importante realidad: el ámbito de las sociedades occidentales es garantía de no confusión ni fusión entre derecho y religión al tiempo que la razón personal adquiere una relevancia fundamental en la elaboración del derecho5. Y la razón última de esta reflexión quizás radique en la frase anónima, aunque acríticamente atribuida a dos presidentes norteamericanos (Abraham Lincoln y John F. Kennedy), que introduce este capítulo.

			1. PRECEDENTES Y ANTECEDENTES HISTÓRICOS Y GEOGRÁFICOS

			Aunque sea brevemente no queda más remedio que presentar el hecho religioso en su desnuda existencia. La información y la verdad o, lo que es lo mismo, la autenticidad ha de ser principio metodológico ineludible en cualquier reflexión sobre aspectos o dimensiones fundamentales del ser humano. La presencia de la religión no sólo en la vida del hombre, sino incluso en la propia estructuración de la sociedad no es novedad de pocos siglos, sino que es realidad que se remonta a la misma prehistoria. No en vano se ha podido calificar al hombre prehistórico como buscador de infinito.

			1.1. LA RELIGIÓN DEL HOMBRE PREHISTÓRICO


			No se trata de dejarse llevar de la fantasía al referirnos a la prehistoria. El estudio de los pueblos primitivos actuales que viven exclusivamente de la caza y de la recogida de frutos silvestres nos enseña que son capaces de sentimiento religioso y que tienen la idea de un Ser superior a quien puede perfectamente llamarse Dios. Capacidad que existe desde el principio de la humanidad y no sólo en la prehistoria reciente. Desde el mismo momento que surge la conciencia de sí mismo, ya existe una capacidad y disposición para preguntarse por lo trascendente. Es evidente que cuanto más se avanza hacia el origen más tenues o indirectos se tornan los argumentos que nos permitan hablar de una capacidad simbólica en el ser humano y, consecuentemente, reconocer su sentido religioso. Sin embargo, parece que se puede afirmar que esta capacidad simbólico-religiosa es característica propia del hombre de todos los tiempos. Capacidades que pueden considerarse transculturales o universales como característica de la naturaleza humana6. A pesar de las dificultades de interpretación con que tropieza el estudioso del Paleolítico y teniendo en cuenta que no es posible reducir el Paleolítico a una realidad uniforme, no cabe la menor duda de que el hombre de esta época tiene un profundo sentido de lo religioso que se concreta no sólo en un inicial culto, sino también en una estética de lo divino a través de figuraciones plásticas de elementos, personas u objetos relacionados con la trascendencia7. La religión, además, incide de forma importante en la vida social como lo demuestra el culto a los muertos y la incidencia que este culto tiene en la organización de la vida y del hábitat del hombre prehistórico8.

			1.2. LA INFLUENCIA SOCIAL DE LA RELIGIÓN EN LA HISTORIA ANTIGUA


			De la prehistoria caminamos hacia la historia antigua para encontrarnos con importantes colecciones de leyes elaboradas y promulgadas en el cercano Oriente.

			1.2.1. Las leyes sumerias

			Con toda probabilidad, una de las primeras expresiones jurídicas a la que, aunque muy primitivas, puede aplicársele este apelativo se debe a un tal Entemena que reinó en la ciudad de Lagaš, situada en la Baja Mesopotamia, en torno al 2400 a. C. También se conservan, siempre referidas a la ciudad de Lagaš, algunas decisiones de carácter jurídico atribuidas a Urukagina (c. 2350 a. C.). Otro tanto acontece con Gudea de Lagaš (c. 2140 a. C.). Para encontrar un «código» o colección de leyes realizada con una cierta metodología, aunque no publicó un «código» completo de leyes, sino una serie de leyes que completaban las hasta entonces vigentes, se ha de esperar a las leyes de Ur-Nammu que reinó en Summer entre el 2112 y el 2095 a. C. A lo largo de este período puede considerarse a Lipit-Ištar (1868-1857 a. C.) como el único gran legislador, apelativo que se le atribuye en varias inscripciones contemporáneas. De la posterioridad de Lipit-Ištar poco se puede añadir desde el punto de vista de la actividad legislativa de los monarcas sumerios9.

			1.2.2. Las leyes babilónicas

			Las Leyes de Ešnunna son un compendio legislativo de la antigua Mesopotamia, que data de la primera mitad del siglo XVIII a. C. Se trata de una compilación de leyes hallada en la ciudad-Estado mesopotámica de Ešnunna, atribuida a algún rey desconocido de la misma, quizás Bilalama o Dadusha. En cualquier caso fueron compiladas a comienzos del período paleobabilónico. A esta familia de compilaciones legales pertenece el mucho más conocido Código de Hammurapi (no Hammurabi, aunque realmente debiera escribirse Hammu-rapi). El Código Hammurapi, creado en torno al 1750 a. C. (según la cronología media) por el rey de Babilonia Hammurapi, es uno de los conjuntos de leyes más antiguos que se han encontrado y uno de los ejemplares mejor conservados de este tipo de documentos creados en la antigua Mesopotamia. Precisamente la promulgación de este código le ha valido la inmortalidad al rey, pues su segunda gran obra, la construcción del imperio, no le sobrevivió por muchos años pues la decadencia del imperio empezó con su sucesor Samsu.il¯una (1749-1712 a. C.).

			1.2.3. Religión y poder real

			A semejanza de sumerios y babilonios también en Asiria y entre los hititas encontramos compilaciones de normas mediante las que los reyes regulan distintos aspectos de la vida social de sus países10. Al margen de los contenidos concretos de las mismas, lo que interesa resaltar en esta sede es el hecho de que siempre los reyes-legisladores se presentan como representantes y siervos de la divinidad a la que continuamente invocan como auténtico fundamento de las leyes que promulgan. Incluso, como es el caso de Hammurapi, se atribuyen títulos que eran propios de la divinidad como el de protector de los pobres. A medida que el palacio, o la gobernanza, se hace más complejo con mayor frecuencia acude el legislador a la cobertura que le ofrece el templo como materialización de la religión. Todos los pueblos de la civilizada Mesopotamia, cuna de la civilización occidental, eran profundamente religiosos y sus creencias impregnaban no sólo su vida personal, sino, sobre todo, la social y la política.

			El antiquísimo Código de Ur-Nammu se legitima con una referencia a la relación existente ente quien legisla y los dioses para justificar el sentido y la fuerza vinculante de las normas promulgadas: «Cuando los dioses An y Enlil concedieron al dios Nanna el gobierno sobe Ur, Ur-Nammu, generado por la diosa Ninsun, ha ofrecido a su madre que lo ha parido […]». Otro tanto acontece con el Código de Lipit-Ištar: «Cuando el grande An, padre de los dioses, y el dios Enlil, rey de los pueblos, señor del destino, han dado un reino esplendoroso y la realeza sobre Sumer y Akkad a la diosa Ninisima, hija de An […] han proclamado a Lipit-Ištar príncipe del reino, el pastor que escucha, llamado por su nombre por el dios Nunnamnir, para imponer la justicia en el reino […]». La misma tónica siguen las leyes de Ešnunna en las que se invoca a los dioses Enlil y Ninazu como fundamento de la realeza de Ešnunna. Hammurapi introduce sus leyes con un largo exordio en el que se presenta, en su papel de legislador, como auténtico representante de los dioses con una extensa genealogía histórica, cuya referencia excede los límites de esta exposición. He aquí alguno de los pasajes del importante proemio:

			[…] los dioses Anu y Enki, para mejorar el bienestar del pueblo, me han llamado a mí, Hammurapi, el príncipe devoto que venera a los dioses, para que proclamase la justicia en el país, destruyese el mal y la maldad, no permitiese al fuerte oprimir al débil y surgiese como el dios Šamaš (Sol) sobre la humanidad para iluminar al país.

			Yo soy Hammurapi, el pastor, elegido por el dios Enlil, que acumula abundancia y prosperidad, que provee en todo a Nipur, la ciudad que une el cielo y la tierra y que devotamente se ocupa del templo Ekur […] Soy estirpe real, generado por el dios Sîn (Luna) que trata con magnificencia a la ciudad de Ur, soy el humilde y suplicante que lleva abundancia al templo Ekišnugal. Soy el rey sabio que escucha al dios Šamaš (Sol), soy el fuerte, el que garantiza los cimientos de la ciudad de Sippar, que adorna con frondosidad el templo de la diosa Aja, el que enriquece el templo Ebabbar para el dios Šamaš (Sol), su aliado; soy el señor que ha hecho vivir a la ciudad de Uruk, que procura agua en abundancia a su pueblo, que ha ensalzado la supremacía del templo Eanna, que acumula ofrendas para el dios Anur y la diosa Ištar. Soy el protector del pueblo, el que ha reunido a las gentes dispersas de la ciudad de Isin, que hasta ha abrumado de riquezas al templo Egalmah.

			1.3. SOCIEDAD, POLÍTICA Y RELIGIÓN EN EL MUNDO GRECO-ROMANO


			A pesar de la amplitud que supone el título de este epígrafe, es lógico que, dadas las proporciones de este capítulo, su contenido se limite a la perspectiva insinuada en el enunciado del propio capítulo. También se ha de advertir que así como, metodológicamente, se puede hablar con toda propiedad de historia de Roma es mucho más adecuado referirse, en el caso heleno, no tanto a una historia de Grecia cuanto a una historia de los griegos. Así como Roma es un imperio que parte de un vértice político único y unitario: la monarquía fundacional que deriva en una república que mantiene orgánicamente la estructura monárquica hasta devenir en un imperio en que se integran el organigrama político republicano y el monárquico, Grecia es la consecuencia de un conjunto de ciudades-Estado entre las que destacan Atenas y Esparta y en las que los ciudadanos desempeñan un importante papel político11. No obstante, y teniendo en cuenta el objeto de esta reflexión, estimo que puede permitírsenos la generalización de la que partimos.

			Griegos y romanos clasificaron la religión en tres grandes categorías, según origen y destinatarios: la legendaria o mítica (fabulosa), propia de poetas y literatos; la científica (naturalis), propia de los filósofos y la política (civilis), propia del Estado. División realizada por los estoicos, testimoniada por Crisipo y que en época de San Agustín ya había adquirido carta de naturaleza en la sociedad romana, según se desprende de su De civitate Dei (6, 5). De estas tres acepciones o dimensiones de la religión, la civilis acabó consiguiendo el primado en Roma como orgullosamente confiesa el propio Cicerón:

			No somos superiores a los Españoles por el número, ni a los Galos por la fuerza, ni a los Cartagineses por la astucia, ni a los Griegos por las artes, ni a los Italianos y a los Latinos por el sentido (sentimiento) innato de la casa o de la tierra, sino que somos ciertamente superiores a todos los pueblos y naciones por la devoción, por el culto y por esta única sabiduría puesto que sabemos que todo es regido y gobernado por la voluntad de los dioses12.

			La religión en Grecia y Roma es esencialmente pública, política, como recordara el propio Cicerón: «Nadie tenga dioses, ni nuevos ni ajenos, por su propia cuenta, a no ser que hayan sido reconocidos por el Estado (nisi publice adscritos)»13. Y, por tal, regulada jurídicamente por el Estado: ciudadanos y dioses están vinculados por el ius divinum. En todos los pueblos antiguos, y de manera especial en Roma, derecho y religión formaban, sobre todo en sus orígenes, un todo materialmente sin escisión alguna, aunque formalmente diferenciable, e íntimamente relacionado14. La esfera jurídica y la esfera religiosa rotan en el interior y vitalizan a la más amplia esfera de la sociedad que al tiempo que vive de la interacción de aquéllas, las integra, coordina y da sentido15.

			La religión, pues, se concretaba para griegos y romanos en dos dimensiones principales: como asunto público implicaba estructuras e instituciones fundamentales para el Estado; pero, a la vez, la religión o creencias religiosas de los ciudadanos en cuanto individuos se situaban en el ámbito de lo privado, lo familiar, lo local. En nada, pues, obstaba o se oponía, en el caso de Roma, el hecho de aceptar la divinidad del emperador al culto familiar o local, determinado por las tradiciones de cada familia y de cada lugar.

			Toda decisión política importante y trascendente, tal como declarar la guerra, firmar la paz, proceder a la elección de las magistraturas más importantes estaba relacionada con y vinculada a determinados cultos y ceremonias religiosas, a sacrificios, a consultas a oráculos o a arúspices. Tanto en Roma como en las ciudades griegas la no aceptación pública de la religión del Estado se sancionaba con la pena de muerte. Recuérdense, por ejemplo, el caso de los cristianos en Roma o el proceso y muerte de Sócrates en Atenas, oficialmente acusado de impiedad.

			2. RUPTURA DE LA TRADICIÓN GRECO-ROMANA: EL CRISTIANISMO Y LA RELACIÓN ESTADO-RELIGIÓN (Siglos I-III)

			Desde que el Cristianismo comienza a difundirse fuera de Palestina pasó de ser una religión desconocida para las autoridades imperiales a ser una religión perseguida, sobre todo desde que las autoridades romanas se percataron de que el Cristianismo no era una simple secta judía más, sino que era una fe distinta del judaísmo16. Es difícil delimitar unas pautas generales de comportamiento que expliquen perfectamente la actitud de las autoridades romanas con relación al naciente Cristianismo17. Las primitivas comunidades cristianas aceptaban y utilizaban las formas del derecho corporativo romano para determinar su situación jurídica en la sociedad, siempre que la competencia jurídica del Estado no llegara a un grado tal de omnipotencia que se convirtiera en una absolutización, incluso religiosa, del mismo y de su poder político18. La contestación por parte del Cristianismo a la absolutización y sacralización del Estado imperial va a determinar buena parte de las relaciones que la Iglesia mantuvo en esta época con el poder político, identificado y cuasi-fusionado con su propia religión. Ello condujo a que durante los primeros siglos de nuestra era se produjera, dentro de las comunidades cristianas, un notable esfuerzo por diferenciarse del poder político. Esta diferenciación de las esferas de poder que determinan, cada una a su modo, el mundo de lo político y el de la religión es una de las innovaciones más importantes que el Cristianismo introduce en la filosofía de las relaciones entre el Estado y la comunidad cristiana. En su confrontación con el Cristianismo, «el imperio sigue las viejas pautas integradoras, incapaces de diferenciar esferas de poder, por lo que no debe extrañar que a menudo las llamadas persecuciones religiosas sean en realidad persecuciones políticas o actitudes sociales de rechazo»19.

			Dada la evolución que se opera en la conformación de las comunidades cristianas durante estos años no puede sorprender que las autoridades imperiales llegaran a plantearse si los cristianos, como confesión y al margen de las diferentes posturas individuales o de grupos minoritarios, no serían portadores de ideología peligrosa, en cuanto tal, para la existencia misma del Estado e incluso de la propia sociedad organizada según la tradición romana. Sin embargo, y a pesar de la crítica situación por la que atravesó el Cristianismo, es difícil encontrar en esta época una oposición política directa por parte de los cristianos al poder establecido. Al contrario, son frecuentes las llamadas de los pastores cristianos en el sentido de que debían mantener en todo momento una positiva actitud respecto a las leyes del Estado, exceptuando, claro está, de esta obediencia aquellas disposiciones que, de un modo u otro, afectasen directamente a la vivencia de la fe20.

			Cabe, pues, aceptar que, en este primer período, las relaciones entre el Imperio y la naciente Iglesia se desenvuelven en los límites de la aceptación, por una parte, y de la crítica, por otra. Pero, teniendo en cuenta que la crítica por parte de la naciente Iglesia nunca derivó en un cuestionamiento directamente político de las estructuras de poder del Estado21. Sólo se da oposición de los cristianos al poder imperial cuando el Estado pretende configurar su religión como una teología, lógicamente opuesta al Cristianismo, sobre la que fundamentar la unidad moral y sentimental de los súbditos del Imperio. Sin embargo, el Cristianismo de los primeros siglos, a pesar de la ausencia de toda crítica directamente política contra el poder establecido, implicaba una clara oposición a algunas de las verdades fundamentales del Imperio, oposición que evidentemente no puede calificarse de directamente política, pero que en determinados momentos pudo suponerla.

			En la opinión de las primeras generaciones cristianas, fundándose en Mt. 22, 21, el poder político estaba perfectamente diferenciado y separado del mundo religioso y el Estado carecía de derecho alguno para exigir de sus ciudadanos la profesión de un credo religioso concreto, en tanto que éstos cumpliesen, estrictamente y en cuanto ciudadanos, todos sus deberes personales y sociales respecto a aquél. Sin buscarlo directamente, el pensamiento revolucionario sobre la relación persona-religión-poder político que subyacía al Cristianismo en su confrontación con el Imperio romano había introducido en la vida de las comunidades una idea y una praxis de la libertad que sobrepasa la realidad política del Estado y de las clases sociales.

			3. ANTIGÜEDAD TARDÍA v. MEDIOEVO

			El Edicto de Milán, promulgado en torno al 312-313 por el emperador Constantino22, instauró una nueva época en la historia de Europa y en la propia del Cristianismo: «En la historia de la humanidad no ha existido ningún momento de ruptura más importante que aquel que determina el fin del mundo antiguo y el conflicto final entre paganismo y cristianismo, un conflicto que culmina y alcanza su dramática conclusión al final del siglo IV […] Uno de los fenómenos más notables del siglo IV es la rapidez con que la Iglesia, perseguida hasta entonces, después de procurarse la ayuda del gobierno recién convertido al cristianismo, pasó de la clandestinidad y de la defensa a la presencia social y al protagonismo público»23. A partir del Edicto constantiniano la tolerancia imperial del Cristianismo, que hasta ese momento era una cuestión de hecho, se convirtió en derecho. Con fundamento en él, el 13 de junio del 313, Licinio promulga, a su vez, un edicto de tolerancia en Oriente «para conceder a los cristianos y a todos libertad para seguir la religión que cada uno quiera»24. El Imperio romano renuncia a la divinización de las personas que representaban al Estado y se admite jurídicamente a la Iglesia cristiana, incluso como corporación de derecho público, junto a la religión pagana que seguía conservando el papel de religión oficial del Imperio. A partir de este momento la política imperial responde a una visión realista de la importancia social que el Cristianismo va adquiriendo hasta que, a través de una serie de medidas cada vez más favorables a las comunidades cristianas frente a las de otras religiones, se llega a la declaración del Cristianismo como religión oficial y, en consecuencia, única del Imperio (379-381)25.

			Durante este período, las fronteras geográficas del Cristianismo siguen siendo prácticamente las mismas, pero los límites jurídicos frente al poder del Estado sufren un profundo cambio: de ser muralla de aislamiento se convierten en medio de colaboración e incluso, en algunos casos, de clara integración jerarquizada de poderes como ocurre, por ejemplo, con la institución de la episcopalis audientia. Si bien la escasez de documentación no ha permitido hasta el momento conocer con precisión el volumen de causas que se tramitaban a través de esta jurisdicción episcopal ni el procedimiento ritual que se seguía, es indudable que los Obispos desempeñaron por medio de esta institución el papel de verdaderos magistrados del Imperio en asuntos temporales26. Esta intervención de los Obispos en lo jurídico-temporal abrió el portillo y facilitó el camino a peligrosas injerencias del poder imperial en la vida íntima de las comunidades cristianas e incluso en su configuración jurídico-canónica. Los emperadores cristianos legislaron sobre no pocas cuestiones religiosas, sin duda llevados en un primer momento por su afán de que la implantación de la Iglesia en el Imperio se llevara a cabo con la mayor rapidez y garantías. Pero este servicio inicial no tardó mucho en pasar de una amigable y deseable colaboración entre ambas potestades a una clara intromisión que en algunos casos llegó a incidir negativamente en aspectos fundamentales de la propia institución eclesial27.

			Las mismas injerencias que nacen fruto de la amistad como determinante de las relaciones entre el Cristianismo y el Imperio van a ser el origen de las primeras desavenencias y discrepancias entre ambas instituciones. Así se deduce con claridad de la carta que Osio, obispo de Córdoba, envió al emperador Constancio, a raíz de la toma de postura del emperador en relación con la herejía arriana, insistiendo en la independencia y autonomía de la Iglesia respecto al poder imperial:

			Como sabes, he dado testimonio suficiente de mi fe cuando sufrí persecución bajo el imperio de tu abuelo Maximiano. Si tú también quieres perseguirme, estoy incluso ahora dispuesto a soportar cualquier cosa antes que hacer derramar sangre inocente y traicionar la verdad.

			Te ruego dejes este asunto y recuerda que eres un hombre mortal, piensa en el día del juicio y consérvate puro para aquel momento. No te inmiscuyas en los asuntos de la Iglesia y no des órdenes en este campo, antes al contrario procura tú mismo extraer enseñanzas de nosotros. Dios ha puesto en tus manos el imperio, a nosotros nos ha confiado los asuntos de la Iglesia. Del mismo modo que quien intenta sustraerte el poder se opone a la voluntad de Dios, has de temer el incurrir también tú en una grave acusación, asumiendo tú mismo los asuntos de la Iglesia. Está escrito: «Dad al César lo que es del César y a Dios lo que es de Dios». Ni nos es lícito a nosotros gobernar la tierra, ni tú, ¡oh soberano!, tienes la potestad de ofrecer incienso28.

			A finales del propio siglo IV pueden encontrarse síntomas evidentes y posturas contundentes que revelan los primeros momentos de la lucha que va a iniciar la Iglesia para liberarse de la protección asfixiante de las autoridades imperiales. Este contencioso, iniciado en el siglo IV, fue mantenido por los pontífices romanos del siglo V y de un modo muy especial por el papa S. Gelasio (492-496). Pontífice que por primera vez realiza una formulación doctrinal de esta controversia a través de su teoría de los dos poderes. En ella se cotejan y describen expresamente las atribuciones de ambas potestades. En la misma línea que el anterior, el papa S. Símaco defiende que la dignidad y potestad del Romano Pontífice son superiores a las del propio Emperador29.

			4. LA COMPLEJA Y LUMINOSA30 EDAD MEDIA

			La caída del Imperio romano en Occidente provocó en Europa una situación de caótico vacío no sólo jurídico-político, sino también cultural y espiritual31. Cierto que no puede señalarse un punto en la historia o un momento en el tiempo que indiquen indefectiblemente el fin del Imperio romano occidental. Es cierto, sin embargo, que la desaparición de los emperadores de Occidente, que reclamaban para sí la descendencia en línea directa de los forjadores del Imperio, supuso una gran crisis para la supervivencia de las instituciones imperiales. En esta situación la Iglesia medieval se vio abocada a realizar una labor supletoria de carácter directamente social y político: para salvar los valores culturales y humanos que la evolución de los acontecimientos en Europa habían puesto en peligro y que los pueblos germánicos admiraban como superiores, la Iglesia se empeña en el mantenimiento y trasmisión de la civilización romana a los pueblos europeos que llegan de más allá de las fronteras imperiales. Los nuevos protagonistas de la historia europea descubren en la Iglesia, en sus instituciones, en su doctrina y en sus escuelas la auténtica continuadora y conservadora de la cultura y el mundo romanos32.

			En esta tarea, que duró siglos, la Iglesia, con el fin de llevar a cabo una labor realista y duradera, se comprometió directamente con el orden temporal vigente, acomodándose al mismo tiempo e incluso asumiendo en su estructura institucional las formas jurídico-políticas del orden medieval33. La Iglesia, en la Edad Media, acabó por ser un estamento más de la sociedad europea debido, en buena medida, a la conformación de sus instituciones a lo que no dejaba de ser una situación coyuntural de servicio a la comunidad social en asuntos y aspectos muy concretos y determinados por la accidental orfandad institucional en que se encontró sumida la sociedad europea a raíz de la caída del Imperio romano. Otro elemento importante que contribuyó a hacer más compleja la situación de la Iglesia en el Medioevo, por lo que respecta a su relación con los poderes políticos, estuvo determinado por la evolución espiritual, con una marcada insistencia en lo trascendente que se opera en Europa a través de la renovación de la vida monástica y de la aparición de comprometidos movimientos de fieles laicos34.

			La sociedad y el individuo medievales conciben la vida personal, el espacio en que aquélla se desenvuelve e incluso el lugar que ocupa lo socio-temporal desde una dimensión y perspectiva trascendentes35. A lo largo de la Edad Media, la Iglesia se convierte progresivamente en un factor determinante no sólo de la vida espiritual de los individuos, sino incluso del orden jurídico-temporal de los pueblos. Las propias fuentes del derecho medieval se vieron igualmente condicionadas por este fenómeno socio-eclesial. En la sociedad medieval fue madurando lentamente una nueva concepción de la vida y del mundo. Según ella, Imperio e Iglesia no eran más que dos aspectos determinantes de una única realidad histórica: la respublica christiana, concebida como la totalidad (universitas) de los creyentes en Cristo (cristiandad). En definitiva, universalidad y cristiandad conforman una gran Ecclesia regida por dos espadas: la del Emperador y la del Papa36.

			Las relaciones de poder que se establecen en el occidente europeo a lo largo de la Edad Media entre la Iglesia y la autoridad imperial, así como entre la jerarquía eclesiástica y las nacientes monarquías constituyen un claro exponente y una magnífica concreción de la más amplia y primigenia relación entre religión y poder político37. La unión política es también, para el hombre medieval, una unión religiosa. Sin embargo, si bien es cierto que en el ámbito de los principios esta equivalencia aparecía con una nitidez meridiana comportaba grandes inconvenientes a la hora de llevarla a la práctica. La Iglesia ejercía poder directo sobre lo jurídico-temporal pero, en contrapartida, el poder político influía decisivamente en esferas y competencias propias de la jerarquía eclesiástica, circunstancia que originó continuos conflictos en la relación Iglesia-poder temporal. Por otra parte, los juristas medievales no consiguieron elaborar una teoría adecuada y aceptada por todos que explicase dónde y en quién residía la suprema jurisdicción de esta cristiandad a cuya cabeza aparecían dos príncipes, uno espiritual y otro temporal. En pleno siglo XIII, Giovanni da Legnano, partiendo de la vieja paremia que rezaba: «Para que exista un orden esencial en el Universo es necesario llegar a un único principio del que todo dependa», comenta: «Si hubiese dos o más principios, o son uniformes y actuarán uniformemente, consecuentemente lo que puede uno lo puede otro indistintamente, y entonces uno de los dos es superfluo […]; o son contrarios, repugnándose entre sí y distinguiéndose absolutamente, con lo que acabarán anulándose mutuamente»38. Los tratadistas políticos medievales coinciden en afirmar que la competencia del Papa afecta a los asuntos del espíritu mientras que la del Emperador se refiere a las cosas del cuerpo. Sin embargo, de poco sirvió esta coincidencia en los principios a la hora de fijar los límites dentro de los cuales terminan los cuidados del espíritu y comienzan los del cuerpo. Esta delimitación práctica se convirtió en la piedra filosofal de teólogos y juristas medievales.

			A lo largo de la Edad Media, la relación entre ambos poderes viene determinada por la tensión existente entre los intentos del poder político por convertir a la Iglesia en un elemento más, aunque muy importante, de la estructura política del Estado y la lucha-resistencia de la Iglesia por conseguir un reconocimiento social de su independencia e incluso de su superioridad sobre los poderes principescos en determinados asuntos. Adentrarse en el laberinto que trazaron a lo largo de los siglos medievales las relaciones de la Iglesia con el poder político es tarea apasionante, pero harto complicada39. Desaparecido el Imperio de Occidente, los Papas continúan manteniendo, frente a las pretensiones del emperador de Bizancio, la independencia de la Iglesia respecto al Imperio: en esta dinámica se explican, por ejemplo, las intervenciones doctrinales de los papas Gregorio I (590-604) y Gregorio II (715-731). Con la consagración de Carlomagno como Imperator Romanorum en la Navidad del año 800, y debido a la difuminada concreción de las atribuciones respecto a la Iglesia que le fueron concedidas por el Papa, los siglos posteriores serán testigos de una serie de tensiones y disensiones entre ambas potestades que culminarán en tiempos de Gregorio VII (1073-1085). Pocos años después de la coronación de Carlomagno, el papa Nicolás I (858-867) defendió, de manera clara y contundente en una larga carta al emperador el año 865, carta que constituye un auténtico tratado sobre relaciones institucionales, la superioridad del poder espiritual sobre el temporal o político, anticipándose de alguna manera a la teoría de las dos espadas que más tarde haría fortuna entre los teóricos del derecho40.

			El mismo Gregorio VII no dudó en defender que la autoridad del Romano Pontífice, vértice de la autoridad sacerdotal, prevalece sobre el poder de las autoridades temporales, ya que el sacerdocio se orienta primaria y formalmente a lo espiritual:

			Quizás piensan que la dignidad regia precede a la episcopal. Pero, desde sus propios principios y fundamentos se puede colegir cuanto difieren entre sí. Ciertamente, la soberbia humana funda aquella, la piedad divina instituye ésta; aquella, incesantemente, ambiciona la vanagloria, ésta siempre aspira a la vida celestial41.

			Sin embargo, a pesar de esta subordinación, el poder regio conserva siempre un ámbito de funcionalidad propia y peculiar. Ahora bien, si en algún momento los gobernantes no orientaran su política hacia la consecución de la paz y de la justicia del Reino de Dios, habrán de ser los miembros del sacerdocio quienes, por razón de su función prevalente en dicho reino, deberán juzgar, pudiendo llegar hasta la deposición, a tales príncipes. Así lo entendió el propio Gregorio VII cuando en la cuaresma de 1076, el mismo año en que escribe la carta citada a Herímano, llevó a cabo uno de los gestos pontificios más significativos y trascendentales en la historia medieval de la relación entre el poder eclesiástico y el poder político. Me refiero a la excomunión del rey alemán Enrique IV42, futuro emperador, seguida por la dispensa del juramento de fidelidad de sus súbditos que, en la práctica, suponía la deposición del monarca. El propio Pontífice sintetizaba de este modo en el Sínodo Romano de la Cuaresma de 1078 la doctrina o principio en que fundamentaba su actuación respecto al monarca:

			Nos, a tenor de lo establecido por nuestros santos predecesores, a aquellos que están sujetos por razón de fidelidad o de juramento a un excomulgado, los absolvemos del juramento por nuestra apostólica autoridad y les prohibimos que, de cualquier manera, observen la fidelidad debida mientras el excomulgado no se convierta y satisfaga su culpa43.

			Si bien es cierto que el Papa invoca la autoridad de sus predecesores para la imposición de las graves penas canónicas al rey, la verdad es que, al contrario de lo manifestado por el Pontífice, su novedad y alcance son indiscutibles. Hechos y principios gregorianos que, en la teoría y en la práctica, provocan una fusión de la comunidad eclesial y la sociedad política, convirtiéndose el Papa en el vértice de ambas. La razón última de este cambio doctrinal respecto al magisterio pontificio anterior quizás responda a la clarificación por parte del propio Gregorio VII de su pensamiento político: la potestad del papa ratione peccati para excomulgar y deponer a los reyes44.

			Idéntica postura mantiene Urbano II (1088-1099):

			Prohíbo que los militares que han jurado obediencia al Conde Hugo le sirvan mientras que éste permanezca como excomulgado. Y si pretendieran invocar la fuerza del juramento, conviene recordarles que se ha de servir a Dios antes que a los hombres. Efectivamente, la fidelidad que juraron a un príncipe cristiano aparece como opuesta a Dios y a sus santos, al haber violentado aquel su juramento a éstos45.

			Inocencio III (1198-1216) es el Papa que, sin duda alguna, ha practicado con más éxito la ideología eclesiástica sobre el poder temporal. A pesar de que en algunas de sus actuaciones este Papa pudo dar la impresión de que defendía una concepción hierocrática del poder, su pensamiento se mantuvo siempre dentro de la tradición doctrinal precedente y siempre que intervino en negocios políticos de algún Estado lo hizo indirectamente o ratione peccati, según el propio pontífice lo confiesa expresamente, y no arrogándose un poder político soberano y universal46.

			Los teóricos eclesiásticos de los siglos XII y XIII, de gran influencia en cancillerías y universidades, defienden en la mayoría de los casos la preeminencia de la potestad eclesiástica con la conocida y recurrente imagen de las dos espadas. Es el caso de teólogos y juristas como S. Bernardo (1091-1153), Honorio de Autun (primera mitad del siglo XII), Graciano (c. 1140), Juan de Salisbury (1110-c. 1180), Roberto de Grosseteste (1175-1253), S. Buenaventura (1221-1274), Enrique de Gante († 1293), entre otros. En estos autores, el ius gladii hacía referencia al poder coercitivo más que al propiamente jurisdiccional. Consideraban que este poder coercitivo material (gladius materialis) estaba al servicio de la Iglesia, pero había de ser manejado por el poder secular y, de hecho, nunca atribuyeron al papa la plenitud de la potestad civil como posteriormente llegaría a ocurrir en algunos casos.

			La tensión que a lo largo del período a que nos estamos refiriendo se manifestó en la cohonestación de las dos espadas, la espiritual y la material, va a determinar las principales teorías que se elaboraron tanto sobre la naturaleza del poder regio y del poder papal como en torno a la relación existente entre ambos. La lucha entre las dos espadas desembocó, por una parte, en la postura sostenida por algunos sectores de la canonística medieval y teoría curialista de la potestas directa in temporalibus. Según ésta, el papa sería a la vez el jefe espiritual y temporal de la humanidad. En el desarrollo de sus competencias estaría asistido por el emperador que desempeñaría únicamente la función de ministro o instrumento del papado. Por otro lado, precisamente la separación entre sacerdocio y reino, que ya se encuentra con nitidez en los esquemas jurídicos de Gregorio VII y aparece muy clara en escritos papales de la época, será el punto de partida de la actitud política de algunos monarcas para reivindicar, cada vez con mayor radicalidad la autonomía e independencia de las funciones regias frente a las sacerdotales. Reivindicaciones que no se pararon en esta elemental reclamación, sino que, apoyados a su vez en juristas laicos y estudiosos del Derecho romano, llegaron incluso a defender la superioridad jurídica de la espada temporal. Tal es el caso de Pedro Olivi (c. 1248/9-1298), Ubertino da Casale (1259-1329), discípulo del anterior, Juan de Jandún († 1328), Marsilio de Padua († c. 1336/1343), Guillermo de Ockam (c. 1300-1349), Miguel de Cesena (1270-1342), etc. que en la controversia entre el emperador Luis de Baviera y el papa Juan XXII tomaron partido por el primero, al tiempo que elaboraron una teoría jurídica que sirviera de cobertura ideológica a las actitudes y decisiones que había tomado Luis de Baviera contra el Papa47.

			Desde la perspectiva del papado y sin salir de este contexto de confrontación, no podemos dejar de mencionar el canto de cisne del poder temporal de los romanos pontífices que supuso la Bula Unam Sanctam. En los mismos inicios del siglo XIV (18 de noviembre de 1302), después de un consistorio (24 de junio de 1302) y de un concilio (30 de octubre de 1302), al que asistieron alrededor de cuarenta y cinco prelados franceses que habían sido despojados de sus beneficios por el rey, el papa Bonifacio VIII promulga la Bula Unam Sanctam48. En ella Bonifacio VIII realiza una exhaustiva exposición de los derechos y prerrogativas del Romano Pontífice sobre los poderes temporales. Pero el hecho mismo de tener que recurrir a un documento de estas características es un evidente testimonio de la contestación laical frente a las aspiraciones pontificias. Contestación que, como hemos señalado anteriormente, no puede considerarse como novedad en la historia de las relaciones papado-poder temporal. En esta dinámica contestataria se movió, por ejemplo, la acción política de los Hohenstaufen. Sin ánimo de exhaustividad, sirva como ejemplo la postura de Federico I (1132-1190) frente a Adriano IV (Dietas de Besançon, 1157, y Roncaglia, 1158) y Alejandro III. Sin duda, el pontificado de Bonifacio VIII marca un límite bien preciso en la historia de las relaciones de los papas con los poderes temporales.

			Con los vaivenes que necesariamente comporta una relación de fuerzas tan complejas como las que operan en torno al mundo eclesial y político de la Edad Media, puede afirmarse que, a las puertas de la Reforma, la profunda dicotomía que enfrentaba a curialistas y regalistas no había encontrado expedito ningún camino de solución. Y si es verdad que también se pueden encontrar personas y momentos en que pareció imponerse la moderación, sin embargo no se halló la pauta de comportamiento o criterio de actuación que aunase el ejercicio justo y equitativo de las dos espadas49.

			5. EL ¿HUMANISMO RENACENTISTA? Y LA REFORMA PROTESTANTE

			Quizás alguien pueda extrañarse de la utilización del adjetivo luminosa para calificar la Edad Media y de la duda que trasluce la interrogación con que se acompaña la perífrasis humanismo renacentista50. No es momento ni lugar de entrar con profundidad en la explicación de esta opción, pero sí me parece oportuno aportar un sencillo botón de muestra que puede suscitar al menos una razonable duda sobre determinados tópicos que siguen disfrutando de patente de corso entre intelectuales (¿?) y universitarios (¿?) de nuestros entornos culturales. Régine Pernoud, en un precioso librito sobre la necesidad que tiene el historiador de buscar la luz y de, a su vez, partir del resplandor para llevar a cabo su trabajo con autenticidad, al tratar del papel de la mujer en el Medievo, recuerda que tanto en la Alta Edad Media (siglos VI-VII) como en la época feudal (siglos X-XIII), sobre todo en estos últimos cuatrocientos años, el papel desempeñado por la mujer fue de primer orden. Podía reinar sin ningún problema o cortapisa. Sólo cabe mencionar el caso de Leonor de Aquitania y de Blanca de Castilla, dos reinas de un valor excepcional. En la Edad Media, el rey y la reina gobernaban conjuntamente. La reina tenía potestad de gracia: podía obtener la gracia de absolución o conmutación de la pena para cualquier condenado. Precisamente fue la recuperación del derecho romano a partir de los albores del Renacimiento a través de la Escuela humanista la que apartó a la mujer de los ámbitos del poder51. Una decisión del Parlamento de París del año 1593 prohibió a la mujer el desempeño de cualquier función pública en el Estado. Posteriormente, bajo el reinado de los Luises (siglos XIV, XV y XVI) el protagonismo de la mujer fue reducido a cero52. Únicas excepciones: la cortesana y la maestra, que tampoco abundaban en este segundo caso.

			5.1. REFORZAMIENTO INSTITUCIONAL DE LAS MONARQUÍAS RENACENTISTAS


			Cuando Marsilio de Padua en su Defensor Pacis (1324) no sólo argumenta a favor del poder de los príncipes seculares en los conflictos que les enfrentan al poder espiritual, sino que incluso cuestiona la propia existencia del poder espiritual, está sentando las bases ideológicas de las corrientes doctrinales secularizadoras del poder político y de las tesis de quienes posteriormente serán los teóricos de la soberanía de los modernos Estados absolutistas53.

			A la hora de valorar las vicisitudes por las que atraviesan las relaciones de la Iglesia con el poder político durante este período, se ha de tener en cuenta que es precisamente en esta época cuando madura el proceso nacionalista que había comenzado a brotar en Europa al filo de la Edad Media con el nacimiento y progresiva consolidación de los derechos nacionales54. Ideal y teóricamente la cristiandad seguía siendo una, pero la relación de la Iglesia con el poder político ya no se sitúa en la dialéctica Papado-Imperio, sino que, en lugar del emperador, entran en escena los príncipes, reyes o regentes de las distintas naciones que, poco a poco, van construyendo el aparato ideológico y jurídico que acabará convirtiéndolos en auténticos Estados absolutistas. Ahora bien, se ha de tener siempre presente que, a pesar del denominado régimen de cristiandad medieval, el derecho ciudadano era estrictamente un derecho secular. A diferencia de las antiguas ciudades griegas o romanas, la ciudad medieval, a pesar como acabamos de señalar de la peculiar situación socio-política que generaba la denominada cristiandad medieval, ni era ni se consideraba responsable del mantenimiento del culto religioso. Sin embargo, ello no equivalía a que las comunidades urbanas fuesen, como organizaciones ciudadanas, indiferentes a la fe religiosa. Todo lo contrario, no cabe la menor duda de que las ciudades del Occidente medieval no sólo estaban abiertas a lo religioso, sino que eran activamente cristianas. Fe cristiana que, simultáneamente, no les impedía, sino todo lo contrario, definir la misión, sentido y objetivos de la ciudad, en cuanto ciudad, como secular o temporal, puesto que aquellos fundamentalmente consistían en controlar la violencia y regular las relaciones políticas y económicas, además de mantener la paz y administrar justicia.

			El carácter laico del derecho urbano se reflejó también en el hecho de que la ciudad tenía su propio, peculiar y característico tipo de derecho ciudadano y en que éste era sólo uno más de entre los que conformaban el genérico derecho laico. Precisamente la coexistencia de varios derechos laicos era consecuencia necesaria de la propia condición de secularidad de la ciudad medieval, pues ningún sistema de derecho laico pretendía agotar en su totalidad la jurisdicción secular propia de la ciudad. Circunstancia o característica que también distingue el derecho de las ciudades europeas, sobre todo a partir de los siglos XI-XII, del de las ya mencionadas ciudades griegas y romanas.

			La peculiaridad, pues, más relevante y quizás más propiamente definitoria del derecho de la cristiandad occidental viene determinada por el hecho de que el individuo vivía sujeto a una pluralidad de sistemas jurídicos, cada uno de los cuales gobernaba una de las subcomunidades que se superponían en el entramado social en que se insertaban los individuos.

			El tipo de Estado que se configura a lo largo de esta época va progresivamente unificando y concentrando el poder jurídico y político en la persona del monarca. La titularidad y ejercicio del poder público pasa a manos del príncipe, al menos en los aspectos más importantes de la producción normativa y de su administración tanto judicial como ejecutiva o gubernativa. Los gobernantes del Renacimiento centralizan y absolutizan en sus personas el poder sobre sus comunidades políticas apoyados en las teorías y doctrinas prevalentes en el momento, una de cuyas tesis fundamentales defendía que la soberanía del monarca era la encarnación de la soberanía del Estado55.

			Si bien, en teoría, los gobernantes respetaban plenamente la independencia y el papel de la Iglesia en la vida social, poco a poco se tiende a integrar a la Iglesia en los esquemas jurídico-políticos de los nuevos Estados absolutos. De este modo, se intentó someter lo eclesial a lo político. A partir del siglo XVI se establece una especie de modus vivendi entre los monarcas europeos y la autoridad religiosa, sistema que se hará habitual en los dos siglos siguientes: mientras, en el plano de los principios, reconocen a la religión y a todo lo que ella supone y connota un lugar eminente en la vida social de sus pueblos, en la práctica política la utilizan y se sirven de ella para aumentar la cohesión de sus reinos y el poder sobre sus súbditos. En esta dinámica llegan, en algunos casos, a convertir a las confesiones religiosas en verdaderas o encubiertas, según situación y conveniencia, Iglesias nacionales56.

			La desintegración del sistema feudal, quicio de la organización política medieval en Europa, y la consiguiente mutación de la realidad e idea del imperio, a raíz de la consolidación de las diferentes nacionalidades, tuvieron una importante repercusión en la transformación del tipo de relaciones que mantuvieron Iglesia y poder político en la época imperial. La supremacía, incluso jurídica, que en la Edad Media se reconocía a la Iglesia sobre lo temporal, aun a pesar de las abundantes crisis y dificultades por las que atravesaron Iglesia y poder político, se sustituye, poco a poco, por un sistema jurídico de protección ofrecida por el nuevo Estado a la Iglesia. Protección que no tardó en transformarse en un auténtico ius eminentiae de los reyes europeos sobre las Iglesias de sus respectivos países. Ius eminentiae que adquiere formas propias y particulares en cada nación. En el lenguaje habitual de las cancillerías reales se invocaba, ante determinadas cuestiones o discrepancias, cada vez con más frecuencia, ya desde los mismos inicios del siglo XVI, el principio de la preeminencia regia (ius eminentiae) en cuanto regla práctica y razón última a la que se recurre para solucionar cualquier conflicto jurisdiccional a favor de la autoridad y competencia del príncipe secular frente a la Iglesia.

			La misma lógica interna de las ideas y estructuras políticas renacentistas abocaba a los gobernantes y monarcas, de manera casi inexorable, a intervenir cada vez más en los distintos aspectos de la vida de la Iglesia. En algunos casos, llegó a producirse una intervención directa de la autoridad política en asuntos que afectaban a la estructura jurídica fundamental de la Iglesia y no sólo a aspectos accidentales o periféricos de la misma como aconteció, por ejemplo, en el derecho de patronato sobre las Iglesias de sus reinos que los reyes de España consiguieron en esta época57.

			5.2. LA INCIDENCIA DE LA REFORMA PROTESTANTE EN LA RELACIÓN ESTADO-RELIGIÓN


			No es sólo la evolución de las teorías políticas que se operó en el Renacimiento la que incidió de forma exclusiva en el cambio de actitud de las monarquías europeas respecto a la religión y las confesiones religiosas. En la primera mitad del siglo XVI, Europa se ve sacudida por un acontecimiento que va a marcar indefectiblemente la evolución posterior de la historia del viejo continente: me refiero a la Reforma protestante58. La Reforma tiene también una importante incidencia en el sistema de relaciones que a partir de ese momento van a existir entre las comunidades religiosas y el poder político.

			Tanto los principios en que se asienta la Reforma (sola fides, sola gratia, sola Scriptura) como las vicisitudes históricas por las que hubo de pasar en sus primeros años, marcan la evolución del pensamiento luterano respecto a la postura que las autoridades políticas habían de tener en relación con las Confesiones religiosas59. A partir de la revolución de los campesinos (1524-1525), Lutero precisa mucho más el papel que el poder secular de los príncipes había de desempeñar en la Iglesia reformada. En un principio, Lutero apoyó a los campesinos, condenando las prácticas opresivas de la nobleza y de los eclesiásticos, que habían incitado a muchos de ellos a rebelarse contra sus amos. Sin embargo, a causa de la dependencia que Lutero tenía del apoyo y protección de los príncipes y la nobleza que lo consideraban como un conveniente ariete contra Roma a favor de sus propias pretensiones económicas y de poder, temía indisponerlos en su contra. En su ferviente y partidista obra Contra las Hordas Asesinas y Ladronas del Campesinado (1525) animaba e incluso urgía a la nobleza a que castigara rápida y sangrientamente a los campesinos60. Muchos de los revolucionarios consideraron las palabras de Lutero como una traición. Otros desistieron al darse cuenta de que no había apoyo ni de la Iglesia de Roma ni de su oponente principal. La guerra en Alemania terminó en 1525, cuando las fuerzas rebeldes fueron masacradas por los ejércitos de Felipe I de Hesse y de Jorge de Sajonia en la batalla de Frankenhausen, en la que perdieron la vida seis mil sublevados61. Durante los años que duró el conflicto entre nobleza y campesinado se calcula que perecieron entre cien mil y ciento treinta mil sublevados. Según el reformador la misión de los pastores en sus Iglesias es la predicación, no el gobierno que debe ser confiado a las autoridades seculares. Siguiendo una corriente de pensamiento que procedía de siglos anteriores, se convirtió al príncipe secular, por ser un cristiano especialmente cualificado y a causa de su misión divina, en una especie de obispo (Notbischof) encargado de mantener el orden en sus iglesias. Los príncipes seculares se responsabilizaron de tal modo de la organización de sus comunidades religiosas que, incluso en vida de Lutero, se crearon por parte de los nobles unas Comisiones de visitación que eran las responsables de la estructuración y buen funcionamiento de las parroquias reformadas, tanto en lo doctrinal como en lo disciplinar y litúrgico62.

			Según Zwinglio (1484-1531), los magistrados seculares tienen asignada una función concreta y específica respecto a la Iglesia. El Estado y la Iglesia se necesitan para desarrollar sus respectivas misiones y, en cierto modo, interaccionan y se coimplican en la consolidación de sus finalidades y objetivos. Cuando el príncipe interviene en asuntos específicos de la Iglesia no invade lugares jurisdiccionales que no le corresponden. Al contrario, en estos casos el poder secular suple y, de algún modo, perfecciona la misión de la religión de velar por la conservación de la religión en su mayor pureza. Por ello, si los obispos, en algún momento, no acometieran a tiempo las medidas necesarias para el buen gobierno o la reforma de la comunidad habría de ser el gobernante secular quien debía hacerlo y no de forma subsidiaria o como supliendo la acción del obispo, sino en razón de las competencias que posee el magistrado secular en cuanto es miembro especialmente relevante de la Iglesia (praecipuum membrum Ecclesiae). A pesar de opiniones en contrario, el sistema de relaciones entre poder político y religión defendido por Zwinglio conduce inexorablemente a un claro cesaropapismo y, al menos mientras él vivió, el régimen político existente en Zúrich era muy semejante a una teocracia, incluso menos disimulada que la de Calvino en Ginebra. El pensamiento defendido por Zwinglio fue endureciéndose progresivamente. En un principio, atribuía sólo consecuencias religiosas a la exclusión de la Iglesia; sin embargo, a partir de 1523 y, sobre todo desde la crisis anabaptista (1525-1526), exigió del Estado que la exclusión de la Iglesia reformada fuera fuertemente penalizada por la autoridad secular. Ahora bien, también es cierto que en aquellas ocasiones en que el reformador no tenía ninguna necesidad de acudir al brazo secular defendía y exigía la independencia de sus comunidades frente a las magistraturas seculares63.

			La postura de Calvino (1509-1564) no supone ruptura alguna con la línea de pensamiento de Zwinglio. Los magistrados seculares, según el ginebrino, no sólo tienen la misión de vigilar el correcto desarrollo de la religión en la sociedad y al interior de las propias comunidades religiosas, sino que cuando realizan este cometido lo hacen cumpliendo un mandamiento de Dios, de quien, en cierto modo, son vicarios. Calvino llega incluso a afirmar que los magistrados son ministros ordenados por Dios. Si en algún momento de su obra abogó Calvino por la separación entre la Iglesia y el poder político, en la práctica parece inclinarse por una forma implícita de teocracia cuando defiende la idea de un Estado que había de realizar su cometido sobrenatural bajo la estrecha vigilancia del clero64.

			Cuando se contempla la obra de estos reformadores desde la perspectiva histórica que nos facilita el paso de los siglos no queda más remedio que preguntarse por la profundidad y el sentido de las rupturas secularizantes que algunos autores atribuyen a la Reforma65. Lo cierto es que el principio del dualismo cristiano en las relaciones del Cristianismo con el poder secular experimenta una radical quiebra en las comunidades reformadas. O bien lo religioso queda absorbido y anulado en las estructuras políticas, lo que ha dado origen a lo largo de la historia a las Iglesias de Estado; o bien, lo religioso acaba influyendo de tal forma en la conformación de la sociedad que la vida pública acaba sometida a la enseñanza y vigilancia de los clérigos que son quienes en realidad dirigen y orientan al político. De hecho, Lutero, Zwinglio y Calvino crearon unas formas organizativas que implicaban una estrecha identificación entre las instituciones estatales y la religión. La historia enseña que el poder político acabó prevaleciendo sobre el propiamente eclesial66.

			6. ABSOLUTISMO Y DESPOTISMO ¿ILUSTRADOS?

			El absolutismo político renacentista que vive su pleno desarrollo en el siglo XVII, junto con las teorías y praxis de los Reformadores en torno a la jurisdicción del poder secular sobre la Iglesia, llevan a los monarcas europeos, a lo largo de los siglos XVII y buena parte del XVIII, a convertir aquel ius eminentiae del Renacimiento en un auténtico ius in sacris que, a pesar de la casi absoluta injerencia que suponía en las cuestiones religiosas, se tomaba como límite máximo de intervencionismo secular en cuestiones estrictamente religiosas67. Uno de los tópicos más extendidos en ambientes universitarios y en los, quizás con menos razón que acierto, denominados intelectuales se refiere al avance o progreso ideológico que supuso la Ilustración con relación a épocas anteriores68. Los a sí mismos denominados como ilustrados o hijos del Siglo de las luces, quizás una de las épocas más oscurantistas de la historia, fueron los acuñadores de una Edad Media oscura e intelectual y científicamente infantil e irracional69. La verdad es que los ilustrados se comportaron como a lo largo de la historia se han comportado los ignorantes petulantes: negar como inexistente u oscuro lo que se desconoce. El absolutismo político, supuestamente justificado y fundado filosófica y jurídicamente en la razón, propio de esta época supone uno de los ejercicios más disimuladamente irracional del poder político70.

			Los teóricos del absolutismo regalista, al convertir a Dios en fuente originaria e inmediata de la autoridad del monarca, legitimaban cualquier y toda forma de intervención por parte de los reyes en materias eclesiásticas. Legitimación que justificaban desde la misma sacralidad en que fundaba su autoridad la propia jerarquía eclesiástica71. Este modo de entender las relaciones entre la Iglesia y el Estado, si bien presenta unas características generales en todos los Estados católicos europeos, ofrece una variada diversidad de formas y terminología según los distintos países. Este intervencionismo sacralizado del Estado en los asuntos de la Iglesia se conoce en España con el nombre de regalismo, en Italia con el de jurisdiccionalismo, en Alemania como febronianismo, en Austria como josefinismo, etc. La intervención concreta de los monarcas se realizaba mediante la actualización o concreción en una serie de instituciones u organismos del ius in sacris, principio que en última instancia fundamentaba y justificaba la actuación del gobernante en los asuntos eclesiásticos. Instituciones y organismos que también dependían de la estructura política y situación de cada uno de los países72. Sirva como ejemplo de la actitud de los gobiernos absolutistas con relación a la Iglesia el caso de los Borbones en España73.

			Ahora bien, si nos asomamos al interior de la Iglesia encontraremos, en general, una postura conformista amoldada a los aparentes privilegios que los reyes le habían concedido y preocupada, sobre todo, por garantizar su presencia y acción en los asuntos temporales teorizando sobre su status jurídico medieval en una sociedad que había olvidado casi por completo los anclajes medievales de su cultura. La teoría de la potestas indirecta in temporalibus se reelabora en esta época en el contexto de una distinción más nítida entre el orden temporal y el espiritual y como intento de responder adecuadamente a la situación política que se había creado en Europa trasformada en una comunidad de Estados independientes y religiosamente pluralista.

			A la vez que se llega a situaciones extremas en la aplicación de los principios del absolutismo regio, se ha de reconocer que el siglo XVIII, aunque de modo no tan claro y generalizado como se ha intentado imponer, también puede ser considerado como el siglo de las libertades del individuo frente al ejercicio aplastante de las funciones y prerrogativas del Estado74. Las ideas de la Ilustración, al mismo tiempo que se erigían en fundamento de un nuevo absolutismo despótico, reactivaron el espíritu revolucionario frente a las monarquías absolutas. Fruto de esta situación socio-política fueron las diferentes declaraciones civiles de derechos del ciudadano y de derechos del hombre, más frecuentes las primeras que las segundas y que tuvieron por objeto la defensa de los individuos frente al Estado. Probablemente la primera Declaración de derechos del hombre fuera la proclamada en el segundo Concilio Provincial de Charcas, actual Sucre, en Bolivia, el año 1774. En una época de exasperado absolutismo borbónico, este concilio hizo oír su voz con absoluta claridad a favor de los derechos del pueblo y de la Iglesia frente al poder regio. La referencia a las conclusiones de este concilio es tanto más interesante cuanto que la Declaración de derechos de Virginia es del año 1776 y la de Francia se remite a 178975.

			Sin embargo, y aunque pueda parecer paradójico, desde el punto de vista de las relaciones entre la Iglesia y las autoridades políticas, en esta situación histórica vuelve a darse un nuevo reforzamiento teórico del intervencionismo del Estado en los asuntos religiosos. Cierto que a raíz de los movimientos en pro de los derechos del hombre, el Estado de corte liberal-burgués, que surge en Europa con posterioridad a la Revolución francesa, reconoce a los individuos el derecho a la libertad de conciencia o, lo que es lo mismo, el derecho a seguir aquella religión que en conciencia se creyera verdadera76. Ahora bien, esta tolerancia religiosa no es sinónimo de una auténtica separación entre Estado e Iglesia, ya que el Estado se comprometía sólo a respetar la esfera puramente individual y privada de la religión pero, a su vez, se constituye en instancia única con capacidad y competencia para regular jurídicamente todos los aspectos de la vida social. Esta competencia se extendía no sólo a las cuestiones socio-temporales, sino a todas las repercusiones públicas de lo religioso. La religión, pues, pasa a ser considerada como asunto privado y particular de cada individuo sin ningún derecho ni posibilidad de influir en las cuestiones temporales ni aún desde una perspectiva exclusivamente moral y no jurídica.

			La hipotética libertad de que goza la Iglesia en esta época se paga con la privación de su situación de entidad jurídica de derecho público quedando reducida, dentro del Estado liberal, a una asociación privada. No debe olvidarse, a este respecto, que el ambiente social de estos años estaba dominado, en gran medida, por la agresividad de los nuevos estadistas laicos frente a lo que consideraban abusivas injerencias históricas de la Iglesia en materias de carácter humano y social que, según ellos, no correspondían a la misión de la Iglesia.

			En esta situación se intenta articular las relaciones entre la Iglesia y los Estados europeos a través de los concordatos que, si bien suponen en muchos casos una salida del atasco en que se encontraba la convivencia entre la Iglesia y el Estado, no aportaron en la práctica una verdadera solución superadora del conflicto que para la convivencia social suponía el enfrentamiento de una concepción despótica y absolutista del Estado con una visión de la Iglesia que todavía conservaba restos de una estructura e ideología que, en realidad, respondían a momentos históricos ya superados en la vida eclesial.

			Por parte de la Iglesia se responde a esta problemática con un doble planteamiento, según se atendiera a la teoría o los principios o bien a la práctica de las propias relaciones. Teóricamente, la literatura eclesiástica, tanto desde la teología como desde el derecho, responde con la doctrina sobre la naturaleza de la Iglesia concebida primariamente como sociedad perfecta e intentando, de este modo, defender su independencia interna respecto al poder secular. Al mismo tiempo, se elabora una serie de versiones, con desigual acierto, que vuelven a teorizar sobre la potestas indirecta de la Iglesia en los asuntos temporales. Teorización mediante la que se pretendía por parte de juristas y apologistas católicos reafirmar el derecho de la Iglesia a actuar públicamente en lo político-temporal, desembocando en última instancia en la teoría del Estado confesional como forma ideal del Estado cristiano. Dentro de la controversia que la Iglesia mantiene con el Estado liberal para defender su libertad e independencia frente al monopolio estatalista surge en la segunda mitad del siglo XVIII y se desarrolla a lo largo del siglo XIX, como rama autónoma de las ciencias canónicas, el Ius Publicum Ecclesiasticum. Los teóricos de esta corriente explican en la primera parte de sus obras, denominada Ius Publicum Internum, que la Iglesia es una sociedad tan jurídicamente perfecta, en su orden, como pueda serlo el Estado. En una segunda parte, epigrafiada Ius Publicum Externum, se deducen los principios jurídicos que se siguen del carácter de sociedad perfecta de la Iglesia y que habían de informar y regular las relaciones entre la Iglesia y los Estados77.

			En la práctica, la Iglesia reaccionó movilizando a los cristianos para que, aprovechando los órganos de representación previstos por las Constituciones de los Estados liberales, influyeran desde su postura cristiana en la legislación de los distintos Estados para, de ese modo, asegurar la libertad y la acción pública de la Iglesia en los asuntos temporales. Ahora bien, se ha de advertir que no sería correcto realizar generalizaciones aplicables a todos los Estados europeos. La situación real de la Iglesia y, en general, de las confesiones religiosas respecto a los aparatos de los estados varió y ha variado mucho de unos países a otros. No podemos dejar de lado que en estas cuestiones tuvo siempre una gran incidencia el grado de anticlericalismo y de sectarismo ideológico de las distintas ideologías y partidos liberales que, en cada momento, dominaron el espectro político en los diferentes Estados.

			Suele considerarse el siglo XVIII y la presuntuosamente autodenominada Ilustración como momentos-clave que determinaron el abandono, por parte de amplios sectores de la sociedad, de la tutela que sobre ella había ejercido la Religión y, con ello, el proceso de privatización de lo religioso. Como en el movimiento de un péndulo, se pensó que la secularización de la sociedad y la reducción de la fe religiosa a la intimidad de las conciencias determinarían en el futuro el semicírculo espacio-temporal del vital discurrir de las personas. Sin embargo, ni con anterioridad al siglo XVIII ni con posterioridad al oscurantista Siglo de las Luces, aquellos pretenciosos ordenamientos absolutistas, surgidos al amparo de fatuos iluminismos, dejaron de interesarse por los asuntos relacionados con la fe y creencias religiosas de sus ciudadanos. Esperanzas y veleidades ilustradas quedaron arrumbadas desde finales del siglo pasado en los mismos anaqueles del olvido donde dormitan los polvorientos panfletos que, en su día, las animaron. La aldea global en que se ha convertido nuestro mundo por arte de los medios de comunicación y de transporte ha contribuido, por motivos y razones cuyo análisis no es propio de esta sede, a recordar que en los regímenes democráticos el fenómeno religioso o, dicho de otro modo, la existencia y presencia social de las religiones desborda la simple intimidad privada de las conciencias y no puede ocultarse en alacenas de sacristía o tras crespones de balconada. Las personas que se reconocen miembros de las sociedad y fieles de una confesión religiosa reclaman, como ciudadanos, el reconocimiento y protección por parte del ordenamiento de lo que para ellos constituye fundamento clave de su ser personal y social.

			7. EL SIGLO XX: LAS LECCIONES OLVIDADAS

			La primera guerra mundial es hito clave que marca el desarrollo posterior de la vida y cultura europeas. Por extraño que pueda parecer a primera vista, el sectarismo laicista del liberalismo decimonónico encontró, en lo que respecta a las relaciones de la Iglesia con los poderes políticos, dignos sucesores en los Estados totalitarios, tanto de corte fascista o nacionalsocialista como marxista, que surgieron entre las dos guerras europeas. Totalitarismos que, aun disfrazados de democracia como fue, por ejemplo, el caso de la segunda República española, llevaron a extremos de persecución su concepción antirreligiosa y absorbente del Estado78.

			Sin embargo, en gran parte de los Estados europeos la evolución sociopolítica marchó por distintos derroteros. Las democracias establecidas y consolidadas en Europa conjugaban en su seno los intereses y aportaciones de los distintos grupos sociales a la vez que se articulaban principios cristianos con planteamientos laicos. En este ambiente de las democracias sociales, la acción social de las Confesiones religiosas quedaba garantizada tanto en las Constituciones como en legislaciones o acuerdos apropiados a cada situación. También, de manera especial por lo que se refiere a la Iglesia católica, se utilizó como medio jurídico regulador de estas relaciones el instrumento concordatario. Concordatos estipulados entre la Santa Sede y los respectivos Estados y sancionados, generalmente, más desde la perspectiva de la colaboración que desde la necesidad de poner límite a las injerencias indebidas de una institución en otra. En lógica consecuencia con lo dicho, estos instrumentos jurídicos, tanto los constitucionales como los concordatarios, posibilitaron, sin problemas ni reticencias, la acción evangelizadora de la Iglesia.

			El magisterio y doctrina de la Iglesia también evolucionan sensiblemente en esta época. A partir de León XIII (1878-1903) y hasta el magisterio de Pío XII (1939-1958), la Iglesia va reconociendo progresivamente la soberanía del Estado en los denominados asuntos temporales, sin dejar por ello de apuntar la posibilidad, al menos en principio, de la existencia de Estados confesionales que al mismo tiempo fueran pluralistas en el respeto a las Confesiones religiosas distintas de la propia del Estado. El magisterio de estos Pontífices se desenvuelve entre dos polos o extremos en los que, por una parte, resuenan todavía alguno de los principios o ideas mantenidos por Bonifacio VIII y, por otra, se teoriza ya sobre una relación entre la Iglesia y el Estado donde la colaboración y cooperación sustituyan a la subordinación79. De todos modos, hay que esperar a los pontificados de Juan XXIII (1958-1963) y de Pablo VI (1963-1978), con el acontecimiento eclesial del concilio Vaticano II, para encontrar en la doctrina magisterial de la Iglesia propuestas que respondan adecuadamente a las exigencias y retos que las sociedades del siglo XX, incluidas las democracias, planteaban a la Iglesia.

			El concilio Vaticano II asume en sus enseñanzas la línea seguida por la doctrina de los Papas anteriores, de manera especial la elaborada desde León XIII. Al mismo tiempo plantea la problemática de las relaciones entre la Iglesia y la autoridad política en una nueva tesitura al calificar su misión y responsabilidad sobre las realidades temporales como un auténtico servicio, adiutorium80. Al mismo tiempo proclama el derecho a la libertad religiosa como uno de los derechos básicos y fundamentales de la persona humana, profesando, implícitamente, con el anterior aserto una justa, positiva y abierta laicidad del Estado:

			El Concilio Vaticano II establece el deber de reconocer y respetar el derecho a la libertad religiosa de todos los ciudadanos y comunidades religiosas y encarece que la igualdad jurídica de los ciudadanos no sea lesionada, abierta u ocultamente, por motivos religiosos, ni se establezca entre ellos ninguna discriminación por ese concepto. El culto se puede considerar como un fin público, en cuanto atiende a una necesidad humana, con una actitud benévola hacia todas las creencias81.

			A su vez, y siempre dentro de los presupuestos de la urgencia de libertad para todas las personas y Confesiones religiosas, el Concilio reclama para la Iglesia católica una libertad total para llevar a cabo tanto su misión intraeclesial como su misión pastoral extraeclesial, directa e indirectamente, al servicio del mundo82.

			8. LOS INICIOS DEL SIGLO XXI

			Si pudiera parecer paradójico el hecho señalado más arriba sobre la continuidad del sectarismo laicista del liberalismo decimonónico en los movimientos y regímenes totalitarios del siglo XX, no resulta menos sorprendente la continuidad de los postulados totalitarios del siglo XX en determinados movimientos y partidos políticos del siglo presente, de marcado carácter populista o bien de una izquierda anclada en los rancios postulados del comunismo o socialismo de principios del siglo pasado. En lo que va de siglo y en el ámbito de sociedades de tradición democrática se observa una peligrosa depreciación del derecho de libertad religiosa, circunstancia que influye directamente en la actitud de los Estados respecto a la religión, sobre todo la cristiana. Aunque, como reconoce un autor español contemporáneo, «actualmente, la mayor parte de los intelectuales vinculados orgánicamente a los partidos de la izquierda europea defiende que la religión es una cuestión pública»83, sin embargo, cuando explican las consecuencias de la dimensión pública de la fe religiosa acaban reduciéndola a lo privado, negando cualquier influencia de las ideas religiosas en la conformación plural de la sociedad. Basta, al respecto, asomarse a los medios de comunicación social, sobre todo en España, y observar el tratamiento que se realiza de lo religioso, sobre todo cuando se refiere al catolicismo. Resulta escandaloso el vacío continuo de los medios de comunicación a perseguidos por su fe, asesinatos y masacres de cristianos que difícilmente encuentran una cabecera o una apertura de informativos tanto en medios de publicación públicos como privados. Hay momentos y asuntos en que la anécdota puede perfectamente elevarse a categoría. En la época de la simultaneidad comunicativa globalizada, el asesinato de decenas de cristianos en una Iglesia el Domingo de Ramos pasa, en el mejor de los casos, de puntillas en un brevísimo rincón de la noticia, mientras que un cachalote varado en una ignota playa de un olvidado rincón del mundo llena espacios informativos y programas especiales. Mientras tanto, aumentan los países y los regímenes donde, año tras año, se ve cercenado e incluso penalizado el ejercicio del derecho de libertad religiosa. Y no sólo en lugares lejanos, sino en la misma España donde la impunidad es garantía para la ofensa o impedimento del ejercicio de este derecho.

			Así como algunas personas, beodas de mediocridad, suelen morir de éxito, nuestras sociedades occidentales, ya enfermas, se hallan al borde de morir de un laicismo estrecho, dogmático, ignorante, individualista, cobarde, estéril y egoísta más propio de infundadas rencillas ideológicas y de aburguesada comodidad que de la apertura democrática hacia la centralidad de la persona y al respeto y defensa de sus derechos y dignidad84. La vieja y envejecida Europa parece reclinarse, con el hastío que acompaña a la desidia de la vejez viciosa y desencantada, en el absurdo anonadamiento del libro tercero de La gaya ciencia. Mientras en otras latitudes geográficas e intelectuales se han superado las teorías filosóficas y teológicas de la muerte de Dios y de la ciudad secular, en amplios sectores de la sociedad europea y española, con marcado marchamo de mediocridad en este último caso, se siguen descubriendo los ajados mediterráneos de Nietzsche y de los obsoletos filósofos de la sospecha85. Y con ellos se ha absolutizado el fraccionamiento del concepto de verdad, la transmutación de los valores y la demolición de los ideales86. Sorprende constatar cómo, a contracorriente de lo que acontece más allá de nuestras estrechas fronteras geográficas e intelectuales, amplios sectores de la política y de la intelectualidad europea y española todavía no se hayan desprendido de estos y otros prejuicios reduccionistas que, positiva o indirectamente, consideraban la secularización como el intermedio necesario de la disolución de lo religioso en lo social. Máxime cuando la mayoría de los sociólogos contemporáneos, sobre todo a partir de la segunda mitad del siglo XX, asumen como principio metodológico que la secularización ni equivale al fin de la religión en el mundo y en la sociedad ni, en sentido contrario, al necesario triunfo final de la fe, sino que, en un contexto de absoluta novedad, apunta a un difícil y complejo cambio e intercambio de funciones de fe, religión y sociedad dentro de la diversificada y plural sociedad contemporánea:

			Considerando el volumen y la tensión de los debates que han tenido lugar en torno a la secularización, se debería reconocer, sin duda alguna, que si desde su inicial acepción jurídica (Paz de Westfalia, 1648) el término ha conocido una afortunada y extensa utilización en las ciencias sociales hasta el extremo de acompañar a lo largo del siglo XIX a buena parte de las aportaciones clásicas (de Cousin a Weber, de Tönnies a Durkheim, a Comte, a Troeltsch) para explicar el distinto grado de compenetración —especialmente en el contexto histórico-cultural de occidente— entre religión y estructura social y entre organización religiosa y organización social, quiere decir que ciertamente ha tenido una indudable capacidad explicativa de no pocos aspectos que han caracterizado el vasto cuadro de las transformaciones que se han verificado en las sociedades modernas.

			Ahora bien, a pesar de la importancia y calidad de la discusión sobre el destino de la sacralidad y de las religiones (especialmente el cristianismo), de la ética y de la moral en las sociedades modernas, actualmente son muchos los autores que discuten y ponen en duda este poder explicativo de la secularización (old paradigm), bien porque discuten su planteamiento metodológico, es decir el modo como manejan los indicadores sociales utilizados para observar las evidencias sociales y su desarrollo; bien porque muchos de los nexos causales considerados (variables del complejísimo asunto de la modernización) se debilitan en su confrontación al interno de los propios países europeos y más todavía respecto a realidades geográficas y sociales distintas de las europeas. Como ha puesto de relieve Casanova, las preguntas que derivan de la aplicación del concepto de secularización dejan de ser pertinentes, e incluso carecen de sentido, si se aplican a contextos distintos de la Europa cristiana, a riesgo de interpretar la articulación de la pertenencia religiosa, que se realiza de modo distinto al que opera en los comportamientos políticos y civiles, en clave fundamentalista. Por este camino, la comprensión del fundamentalismo resulta imposible87.

			Es el momento de optar por la denuncia de la injusticia y comodidad que llega a producir hastío existencial. Comodidad que se ha convertido en moneda de cambio para amplios sectores de nuestra sociedad, una vez que han cerrado ojos y razón a hechos y palabras que son arras y signo de sociedades sometidas a la dictadura monista de concepciones religiosas invasoras y totalizantes de los espacios sociales que ocupan pacífica o violentamente88. Podríamos engrosar el enjambre humano que, como cebados avestruces de egoísmo e inanidad, ocultan sus cabezas bajo el ala de cómodas ignorancias y convenientes compromisos disfrazados de falsas y líquidas vacuidades. Podríamos convertirnos en activos participantes de este pseudocarnaval de mortales tolerancias carentes de racionalidad y dignidad que comulgan con las debilidades de quienes les jalean mientras exigen hasta la extenuación la inexcusable observancia de lo que aplauden en sus amos degenerados. Pero, por grandes que sean las penurias e incomprensiones que debamos arrostrar, no vislumbramos otra alternativa que la del compromiso de la libertad.

			Una de las principales conclusiones que pueden extraerse de la historia de las relaciones entre el poder político y la religión está relacionada con el ejercicio de la libertad en el ámbito público de las relaciones sociales. A medida, por ejemplo y refiriéndonos de forma especial al caso del Cristianismo, que la intervención de la Iglesia en el mundo adopta una forma jurídica revestida de poder político, tanto más interviene el poder político en la vida de la Iglesia invadiendo ámbitos específicamente eclesiales y arrogándose, en consecuencia, un poder canónico o eclesiástico que por su propia naturaleza no le corresponde. Esta intervención del Estado en asuntos específicamente eclesiásticos, contrapartida política de la injerencia jurídica de la Iglesia en asuntos propios de las autoridades seculares, pasa de las formas del Estado confesional absolutista, al despótico-racionalista y al liberal burgués hasta culminar en los Estados social y jurídicamente totalitarios del siglo pasado e incluso de algunos contemporáneos que reclaman para sí todo poder social y jurídico, a la vez que se convierten en perseguidores de la Iglesia o, en el mejor de los casos, reducen a la más absoluta privacidad su actividad y competencia, limitándola al fuero único y exclusivo de las conciencias personales89.
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					60 «Estos campesinos se han cargado con tres pecados horrendos contra Dios y contra los hombres, y por ello han merecido de diversas maneras la muerte del cuerpo y del alma […] Antes de nada: no me opongo a que la autoridad golpee y castigue a estos campesinos como le sea posible y lo crea conveniente, incluso sin previo ofrecimiento de justicia y equidad, aunque esa autoridad sea hostil al evangelio, ya que está en su derecho. Porque en estas circunstancias los campesinos no luchan por la causa del evangelio, sino que abiertamente se han convertido en felones, perjuros, inobedientes y sediciosos, en bandidos y blasfemos, a los que hasta la autoridad pagana tiene la potestad y el derecho de castigar; más aún: tiene el deber de castigar a estos canallas, ya que para ello es portadora de la espada y servidora de Dios contra los que obran el mal (Rom 13, 4) […] Porque en estas circunstancias un príncipe tiene que considerarse como agente de Dios, como un servidor de su cólera (Rom 13, 4) y como depositario de la espada contra estos canallas; si no castiga, si no se opone y deja de cumplir su función, peca a los ojos de Dios tan gravemente como el que asesina sin haberle sido confiada la espada. Porque si teniendo esta potestad no castiga con la muerte o efusión de sangre, se hace responsable de todos los asesinatos y maldades que cometan estos canallas, lo mismo que quien, descuidando deliberadamente la orden divina que ha recibido, permite el mal que puede y debe impedir. Por eso, no hay que dormirse ahora; no valen ya la paciencia ni la misericordia. Es la hora de la espada y de la cólera, y no la hora de la gracia […] Al contrario, el que muera al lado de los campesinos arderá en el infierno por toda la eternidad porque esgrime la espada contra la palabra de Dios y de la obediencia y es un secuaz del diablo […] Los campesinos no se conforman con entregarse al diablo, sino que obligan también y coaccionan a gran número de gente buena a que contra su voluntad se enrole en la “liga” diabólica […]» [LUTERO, M., «Contra las hordas ladronas y asesinas de los campesinos», en EGIDO, T. (ed.), Lutero. Obras, Sígueme, Salamanca, 1977, pp. 273 y 275-276].

				

				
					61 Cfr. OESTREICH, G., Geschichte der Menschenrechte und Grundfreiheiten im Umriss, Duncker und Humblot, Berlín, 1978, pp. 40-43.

				

				
					62 Cfr. ATKINSON, J., Lutero y el nacimiento del protestantismo, Alianza, Madrid, 1971, pp. 269-280 y 310; GARCÍA VILLOSLADA, R., Martín Lutero, vol. 2, En lucha contra Roma, BAC, Madrid, 1973, pp. 128-130 y 200-224; Ídem, Raíces históricas del luteranismo, BAC, Madrid, 1976, pp. 179-200.

				

				
					63 Cfr. COURVOISIER, J., De la Réforme au Protestantisme, Beauchesne, París, 1977, pp. 23-25; KAMEN, H., Nacimiento y desarrollo de la tolerancia en la Europa moderna, trad. por M. J. del Río, Alianza, Madrid, 1987, pp. 40-56; LEY, R., Kirchenzucht bei Zwingli, Zwingli Verlag, Zúrich, 1948, passim.

				

				
					64 Cfr. COURVOISIER, J., De la Réforme au Protestantisme…, cit., pp. 86-88; KAMEN, H., Nacimiento y desarrollo…, cit., pp. 50-66 y 72-85.

				

				
					65 Cfr. GREGORY, B. S., The Unitended Reformation. How a Religious Revolution Secularizad Society, Harvard University Press, Cambridge (Massachusetts), 2012, passim: sobre todo, los capítulos 1, 3 y 6.

				

				
					66 Cfr. CALVO ESPIGA, A., «El derecho en la Iglesia, ¿conveniente o necesario?», Lumen, 39, 1990, pp. 54 y 61-64; PILATI, G., Chiesa e Stato…, cit., pp. 144-161 y 242-274.

				

				
					67 Cfr. BÉRENGER, J., El imperio de los Habsburgo. 1273-1918, trad. por G. González, Crítica, Barcelona, 1993, pp. 401-413 y 433-458.

				

				
					68 «El Siglo de las Luces se cierra con la moda de los Iluminados. Las luces de la razón se apagan ante las del inconsciente y lo maravilloso […] El siglo XVIII había comenzado con las manifestaciones místico-patológicas de los jansenistas en la tumba del diácono Pâris en el cementerio de Saint-Médard, donde los fenómenos espiritistas, los delirios y las curaciones se sucedían en un vasto movimiento de piedad popular perfectamente irracional. Se cierra con las jaulas magnéticas, con la profecía de Cazotte, con los ocultismos de su Diable amoureux, con misticismo inspirado del “Filósofo desconocido”, Louis-Claude de Saint-Martin» (MORTIER, R., Impostori e creduloni nel secolo dei lumi, Bollati Boringhieri, Turín, 1998, p. 36).

				

				
					69 «La identificación del siglo XVIII europeo con una sociedad iluminada, un siglo de “Luces”, no es consecuencia ni de una decisión de las generaciones posteriores ni de un capricho de los historiadores. Son los propios pensadores de la época que bien pronto tuvieron el convencimiento de vivir […] una transformación radical de la visión del mundo […] Fontenelle habla de […] “una luz que de ningún modo había iluminado a nuestros abuelos” y de una “luz que no se limita al ámbito de la filosofía, sino que se difunde cada vez más”» (MORTIER, R., Impostori e creduloni…, cit., pp. 7 y 10). Puede verse también, Ídem, «”Lumière” et “Lumières”. Histoire d’une image et d’une idée au XVIIe et au XVIIIe siècle», en Ídem, Clartés et ombres du siècle des Lumières. Études sur le xviiie siècle littéraire, Droz, Ginebra, 1969, pp. 13-59. No se trata de idealizar épocas o ideologías. La por muchos casi divinizada Ilustración lo mismo que contempló el progreso y difusión de lo que podría denominarse un pensamiento crítico, como puede colegirse del triunfo de las ideas de Voltaire en París, es la misma que asiste, gozosa y encantada, a la fama y aventuras de grandes impostores de notable estilo: los racionalistas estafados por las apariencias. Cfr. MORTIER, R., Impostori e creduloni…, cit., p. 10.

				

				
					70 Cfr. OESTREICH, G., Geschichte der Menschenrechte…, cit., pp. 53-57.

				

				
					71 Cfr. GIACCHI, O., Lo Stato laico…, cit., p. 71.

				

				
					72 Cfr. ALONSO NIÑO, S., El pensamiento regalista de Francisco Salgado de Somoza (1596-1665). Contribución a la historia del regalismo español, CSIC, Salamanca, 1973, pp. 41-66; ROUCO VARELA, A. M., «Antecedentes históricos de las relaciones actuales entre la Iglesia y la Comunidad Política de España», Salmanticensis, 21, 1974, pp. 217-234.

				

				
					73 Cfr. CLOULAS, I., «La Monarchie Catholique et les revenux épiscopaus», Mélanges de la Casa de Velázquez, 4, 1968, pp. 134-140; OLAECHEA, R., «El concepto de “exequatur” en Campomanes», Miscelánea Comillas, 45, 1966, pp. 119-188; ROUCO VARELA, A. M., «Antecedentes históricos…», cit., pp. 221-230; SALAZAR ABRISQUETA, J. de, Storia del Concordato di Spagna conchiuso il 16 Marzo 1851, e della Convenzione addizionale al medesimo Concordato, stipolata il 25 Agosto 1859, Instituto Español de Historia de la Iglesia, Roma, 1974, passim.

				

				
					74 Cfr. LOMONACO, F., Tolleranza e libertà di coscienza. Filosofia, diritto e storia tra Leida e Napoli nel secolo XVIII, Liguori Editore, Nápoles, 1999, pp. 46-66, 102-124; 156-174.

				

				
					75 Cfr. SORIA VASCO, J. A., «Le concile provincial de Charcas de 1774 et les déclarations des Droits de l’homme», L’Année Canonique, 15, 1971, pp. 481-524; Ídem, «La Iglesia Metropolitana de Charcas en la época del Concilio provincial de 1774», ibíd., 17, 1973, pp. 857-859.

				

				
					76 Cfr. OESTREICH, G., Geschichte der Menschenrechte…, cit., pp. 60-73.

				

				
					77 Cfr. CAVAGNIS, F., Institutiones Iuris Publici Ecclesiastici, 2 vols., Soc. Typografica Lefebvre et Soc., Roma, 1882; JUNG, N., Le Doit Public de l’Eglise dans ses relations avec les Etats, Recueil Sirey, París, 1948; OTTAVIANI, A., Institutiones Iuris Publici Ecclesiastici, emmendata et aucta adiuvante Prof. Damizia, 2 vols., Typis polyglottis Vaticanis, Roma, 1958 y 19604; SOTILLO, L., Compendium Iuris Publici Ecclesiastici, Sal Terrae, Santander, 1958; TARQUINI, C., Iuris Ecclesiastici Publici Institutiones, Roma, 1860.

				

				
					78 Cfr. RODRÍGUEZ DE YURRE, G., Filosofía social, ESET, Vitoria, 19663, pp. 404-421.

				

				
					79 Cfr. JIMÉNEZ URRESTI, T. I., Estado e Iglesia. Laicidad y confesionalidad del Estado y del Derecho, ESET, Vitoria, 1958, pp. 339-343, 368-370, etc.; SÁNCHEZ AGESTA, L., Principios de teoría política, Editora Nacional, Madrid, 19796, pp. 322-324.

				

				
					80 Cfr. Constitución Pastoral Gaudium et Spes, n. 41-44.

				

				
					81 SÁNCHEZ AGESTA, L., Principios de teoría política…, cit., p. 325.

				

				
					82 «Ciertamente, las realidades temporales y las realidades sobrenaturales están estrechamente unidas entre sí, y la misma Iglesia se sirve de medios temporales en cuanto su propia misión lo exige. No pone, sin embargo, su esperanza en privilegios dados por el poder civil; más aún, renunciará al ejercicio de ciertos derechos legítimamente adquiridos tan pronto como conste que su uso puede empañar la pureza de su testimonio o las nuevas condiciones de vida exijan otra disposición. Es de justicia que pueda la Iglesia en todo momento y en todas partes predicar la fe con auténtica libertad, enseñar su doctrina social, ejercer su misión entre los hombres sin traba alguna y dar su juicio moral, incluso sobre materias referentes al orden político, cuando lo exijan los derechos fundamentales de la persona o la salvación de las almas, utilizando todos y solos aquellos medios que sean conformes al Evangelio y al bien de todos según la diversidad de tiempos y de situaciones» (Cons. Gaudium et Spes, 76).

				

				
					83 Cfr. DÍAZ-SALAZAR, R., Democracia laica y Religión pública, Taurus, Madrid, 2007, p. 18.

				

				
					84 Cfr. TINCQ, H., «La censure de l’affiche du concert des Prêtes symbolise une France malade de sa laïcité», Slate.fr, 6 de abril de 2015 (visitada el 8 de abril de 2015).

				

				
					85 «El retruécano […] es la “inversión de los términos de una proposición en otra subsiguiente, para que el sentido de esta última forme antítesis con el de la anterior” […] Nietzsche es el que lo utilizó con efectos mayores […] “¿Será el hombre una equivocación de Dios? ¿O Dios una equivocación del hombre?” […] El filósofo, mediante el retruécano, ni más ni menos, procura hacer un efecto todavía más terrible […] Mecanizando el sistema, cabe llegar a la obtención de consecuencias con apariencia de originalidad espantosa. Pero nada más que apariencias. Abramos otra vez el Génesis: “Creó, pues, Dios al hombre a imagen suya”. Retruecanizando nietzschenianamente sale una proposición antitética: “Creó, pues, el hombre a Dios a imagen suya”. Alguien lo ha podido pensar, y de hecho se ha pensado. ¿Pero se ha pensado también en las consecuencias que puede tener este pensamiento? Sí, aunque sea de modo no del todo coherente. Porque también del mismo origen es la idea de que Dios ha muerto […] ¿Pero se piensa en lo que estas proposiciones, que pueden obedecer a un mero juego retórico, significan en última instancia? Parece que no. Y si se llega a algo, resulta insatisfactorio y, en ocasiones, de una imbecilidad absoluta […] Esto supone, en primer lugar, que ha muerto o hemos matado también todo lo que se ha hecho “en nombre de Dios” […] Hay que buscar otro inspirador de todas las Artes, de gran parte de las Letras y de la filosofía y empezar a contar desde 1880, poco más o menos. Algunos cuentan. Así sale ello. ¿Si Dios es una equivocación del hombre, qué es lo que el hombre hace o ha hecho sin equivocarse? Acaso algo de lo que ha hecho en este siglo nonagenario, en que ya a los catorce años empezó a hacer imbecilidades que siguió haciendo a los veintiuno y a los treinta y tantos […] En todo caso, el usar por principio del retruécano es arriesgado, incluso cuando lo usaba Nietzsche y creía, además, que hacía Filosofía a martillazos. Deje el martillo a los carpinteros y convierta el retruécano en un ribobolo. Más todavía si no es Don Federico. El retruécano es peligroso […] Porque nos puede hacer pensar que somos geniales cuando no hemos hecho más que aplicar una figura retórica» (CARO BAROJA, J., «Los peligros del retruécano», ABC, 14 de marzo de 1989, p. 3).

				

				
					86 Cfr. BISER, E., «Gott ist tot»: Nietzsches Destruktion des christlichen Bewusstseins, Kösel Verlag GmbH & Co., Múnich, 1962, pp. 23-36 y 133-190. Pueden verse las páginas 14-19 del Prólogo, cuya autoría me pertenece, de la obra ASENSIO SÁNCHEZ, M. A., CALVO ESPIGA, A., MELÉNDEZ-VALDÉS NAVAS, M. y PARODY NAVARRO, J. A., Derecho, Conciencia y Libertad Religiosa. Derecho y Factor religioso, Tecnos, Madrid, 20152.

				

				
					87 G. DI GENNARO, «Variabilità dell’affidamento al soprannaturale nelle società avanzate. Oltre le tesi della secolarizzazione», Humanitas, 64/1, 2009, p. 92.

				

				
					88 «Eso que se ha hecho en Nimrud se hará en cada pequeña iglesia castellana, en cada grandiosa catedral, en todos los museos […] La Pietá de Miguel Ángel pone ante nuestros ojos una elegía que ninguna ordenación de palabras acertaría a darnos […] De la Pietá, en una sociedad islámica, quedaría nada más que un polvo blanco [...] Ceniza sólo, del Cristo de Velázquez; escombro, de la Capilla Sixtina [...] Y El Escorial, al fin, reconciliado con su nombre sería un basurero […] Nimrud ha sido destruido. Con el mismo proceder metódico que el Libro, el Único, exige que se aplique a cada icono. Tan sólo la ignorancia —nuestra ignorancia— puede llamar bárbaros a los guerreros de Alá que gestionan ese restablecer el mundo en el orden armónico que el Grande y Misericordioso impone. No, no son bárbaros. Son musulmanes. Que se toman en serio su doctrina. Eso debemos saber. Eso debemos aceptar como coste, si es que estamos dispuestos a aceptar la regla coránica —y la enseñanza del Corán en la escuela— [...] Puede que Europa haya decidido pagar sus muchos pecados, así. Puede que el viejísimo continente sólo desee morir. Que le dé igual que sea bajo el rápido martillo de los misiles nucleares iraníes. O que prefiera asistir primero a la gran hoguera en la cual ardan Van der Weyden, Holbein, Rafael, Da Vinci, Velázquez [...]: los perversos artesanos de imágenes, los adoradores de ídolos. Nada es peor que esto que está pasando. Porque no es siquiera barbarie. De la barbarie hay siempre una esperanza de salir. Es religión. Que se dice universal, sin excepciones. Que no tolerará en ningún lugar del mundo un mármol de Donatello, un bronce de Cellini, un solitario rabino de Chagall. Podemos aceptarlo […] Pero sepámoslo. Sépanlo los estúpidos que piden hacer mezquita la catedral de Córdoba. Sépanlo. Con la fría certeza de un teorema algebraico. Eso que se ha hecho en Nimrud se hará en cada pequeña iglesia castellana, en cada grandiosa catedral, en todos los templos laicos a los cuales llamamos museos. Y no quedará nada. Sólo […] el Libro» (ALBIAC, G., «Y el Prado será Nimrud», ABC, 16 de abril de 2015, en http://www.abc.es/historico-opinion/index.asp?ff=20150416&idn=162797679811) (visitada el 6 de mayo de 2015).

				

				
					89 Merece la pena reflexionar sobre otra circunstancia sorprendente de la situación que, de forma relevante en el caso de España, se vive en amplios sectores de la sociedad europea. Me refiero a la anuencia, facilidad y apoyo que los totalitarismos de izquierda que brotan en Europa bajo distintos disfraces prestan a los islamistas violentos unas veces mediante el silencio y otras mediante la aceptación o justificación de sus crímenes. Resultaría provechoso y muy pedagógico para entender este fenómeno volver la vista a la alianza entre el nazismo y el Islam radical del momento. Ello explica perfectamente el fenómeno contemporáneo de «alianzas» entre el islamismo radical y los partidos y movimientos populistas de la extrema izquierda europea: los totalitarismos siempre terminan dándose la mano. Cfr. DALIN, D. G. y ROTHMANN, J. F., Icon of Evil. Hitler’s Mufti and the Rise of Radical Islam, Random Home, Nueva York, 2008, passim.
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